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resumen

El artículo analiza una Sentencia del Tribunal Constitucional dictada el 8 de octubre de 2007 
en relación a la notificación de una multa de tráfico mediante el sistema edictal. A partir de 
este caso concreto, se estudia el régimen jurídico de la práctica de las notificaciones admi-
nistrativas y las consecuencias jurídicas que derivan de ella destacando principalmente la 
posibilidad de indefensión para el interesado y en consecuencia, la inaplicación del principio 
de tutela judicial efectiva.
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abstract 

The article analyses a sentence of the Constitutional Court of the eigth of October of 2007 in 
relation to the notification about a traffic fine by public notice. I also study the legal system 
of the administrative notifications and the legal consequences especially the possibility of 
defencelessness and the lack of application of the effective protection of the court.

Key words: Notification; defencelessness; public notice; effective protection of the court.

I.  La importancia de las notificaciones en el ordenamiento jurídico

La materia de las notificaciones administrativas ha sido una de las más 
debatidas entre la doctrina administrativista y, en consecuencia, ha sido 
también protagonista de múltiples conflictos en los Tribunales. De hecho, 
la relevancia de esta materia y las consecuencias que de ella se derivan ha 
supuesto que haya sido objeto de algunas sentencias de nuestro Tribunal 
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Constitucional. Muestra de ello es la Sentencia 219/2007, de 8 de octubre, 
objeto de análisis del presente comentario.

Antes de entrar en el régimen jurídico de las notificaciones1 y estudiar 
cuál ha sido el objeto o motivo de conflicto, conviene resaltar que si esta 
materia ha llegado hasta el Tribunal Constitucional es porque se ve lesio-
nado algún tipo de derecho fundamental recogido en nuestra Constitu-
ción y de ahí su envergadura. El más importante es el derecho a la tutela 
judicial efectiva regulado en el artículo 24 con el que se quiere proteger la 
posibilidad de defensa por parte del interesado en el procedimiento.

La notificación de cualquier acto o resolución administrativa, teniendo 
carácter autónomo y distinto del acto objeto de notificación es decisiva, 
en primer lugar, puesto que de ella depende no la validez o no del acto en 
cuestión, pero sí su eficacia y, en segundo lugar, porque la fecha de la noti-
ficación es el dato objetivo a los efectos de la interposición de los recursos 
procedentes2. Como expone González Pérez «es el acto de comunicación 
a los interesados»3 y se convierte en un medio necesario para que un acto 
pueda producir sus efectos. También se define como «una prestación in-
formativa individualizada de la Administración»4. La finalidad primordial 
de toda notificación es que el acto llegue al conocimiento de su destinata-
rio ya que la Administración, entre las medidas que puede adoptar, puede 
ocasionar una limitación o restricción en los derechos de los adminis-
trados o ciudadanos y como mínimo, éstos deben conocerlo para poder 
intervenir en el procedimiento y presentar las alegaciones que considere 
oportunas, haciendo efectivo el derecho a la tutela judicial efectiva5.

1   En los manuales y tratados de Derecho Administrativo, este tema forma parte de su 
contenido. Como ejemplo, véanse García de Enterría, E., y Fernández, T. R., Curso de Derecho 
Administrativo I, 13ª ed., Thomson-Civitas, 2006, Madrid, págs.  584-590 y González Navarro, 
F., Derecho administrativo español, Tomo III, ed. Eunsa, Pamplona,  1997, págs. 947-982.

2   En este estudio se hace referencia a las notificaciones que se realizan por escrito. Exis-
ten otras que también son interesantes pero que su estudio excede del objeto de este artículo. 
Se trata, por ejemplo, de la prohibición que se manifiesta en los semáforos en rojo, o la auto-
rización de guardia para que pasemos. Asimismo, sucede con los pañuelos de colores de los 
presidentes de corridas de toros a través de pañuelos de distintos colores mediante los cuales 
el presidente transmite las resoluciones al delegado de la autoridad que está en el callejón 
para que se encargue de la ejecución de lo ordenado (Tintoré Romero, J. Mª, «Cuestiones 
de procedimiento. Notificaciones administrativas», Cuadernos de Estudio y divulgación, 15, 
Granada, 2004, págs. 11-12).

3   Para conocer el régimen jurídico de las notificaciones administrativas, destaco espe-
cialmente éste: González Pérez, J., Comentarios a la Ley del Régimen jurídico de las Adminis-
traciones públicas y del procedimiento administrativo común común (González Pérez, J. y 
González Navarro, F.), ed. Thomson-Civitas, Madrid, 2003, pág. 1640.

4   Velasco Caballero, F., «Notificaciones administrativas: presunciones y ficciones», Jus-
ticia Administrativa, 16, 2002, pág. 49.

5   En este sentido, resulta muy ilustrativo un artículo de González Pérez al referirse a las 
notificaciones efectuadas en el mes de agosto, en el que expone que «existe algo mucho más 
importante que la legalidad. La consideración debida al administrado….El administrado, 
ese ser que está al otro lado de la ventanilla, está ahí para sufrir y soportar los caprichos de 
los que en cada momento encarnan las prerrogativas de la Administración» («Las notifica-
ciones del mes de agosto», Revista de Administración Pública, 61, 1970, pág. 122).
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Por ello, el momento de la recepción es el realmente importante ya 
que las notificaciones producen efectos «cuando, reuniendo los requisitos 
subjetivos y objetivos que son exigidos, cumplen también los establecidos 
para que el acto que se notifique llegue a su destinatario, aún cuando no 
haya llegado a conocerlo»6.

La trascendencia de la notificación es tal que el interesado no está obli-
gado al cumplimiento del acto hasta el día siguiente de su notificación y 
opera como presupuesto necesario para que empiece a correr el plazo de 
impugnación del acto notificado [F. J. 2º  de la Sentencia del Tribunal Su-
premo de 21 de mayo de 1998 (RJ 1998/4180) y F. J. 3º de la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 3 de junio de 1999 (RJ 1999/6296)].

Constituye un elemento para la seguridad jurídica que guarda mucha 
semejanza con la publicación de una disposición general en el sentido de 
que una disposición existe desde que es publicada y un acto administrati-
vo empieza a producir sus efectos desde la notificación al interesado, tal 
como lo expresa la Sentencia del Tribunal Supremo de 14 de octubre de 
1992 (RJ 1992/8467): «la finalidad básica de toda notificación va endere-
zada a lograr que el contenido del acto llegue realmente a conocimiento 
de su natural destinatario, en toda su integridad sustantiva y formal y en 
una fecha indubitada susceptible de efectuar sin dificultad el cómputo del 
plazo previsto para que el interesado pueda actuar válidamente en defensa 
de su derecho» ( F. J. 3º).

La LRJ-PAC dedica los artículos 58 a 61 al régimen de notificaciones. 
Hay que advertir que la notificación no conlleva únicamente poner en co-
nocimiento el interesado el texto íntegro del acto en cuestión sino que 
además debe llevar aparejada la indicación de si agota o no la vía admi-
nistrativa, los recursos que se pueden interponer frente a ese acto, el plazo 
de interposición y el órgano ante quién hacerlo.

Sin entrar en un análisis demasiado pormenorizado, sólo quiero citar 
la posibilidad de convalidación de las notificaciones cuando el interesado 
realice actos de los que se derive el conocimiento del acto notificado o 
cuando interponga los recursos que procedan, siempre que la notificación 
contenga el texto íntegro del acto7.

6   Nuñez Ruiz, M. J., La notificación de los actos administrativos en el procedimiento co-
mún, ed. Montecorvo, Madrid, 1994, pág. 229.

7   A este respecto, hay que señalar que si una notificación no contiene el texto íntegro del 
acto pero el interesado realiza actuaciones de las que se desprende el conocimiento del acto 
o interpone los recursos correspondientes, la notificación no puede perjudicarle (Oliván Del 
Cacho, J., «Precisiones sobre la convalidación de las notificaciones (acerca de una provisión 
de la Ley 4/1999 contradictoria con su Exposición de Motivos», Cuadernos de Derecho Públi-
co, 9, 2000, págs. 197-211).
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II.  La finalidad principal de las notificaciones

En el caso concreto de la Sentencia del Tribunal Constitucional 
219/2007 se establece la necesidad del respeto al ejercicio del derecho de 
defensa y a ser informado de la acusación en el seno de un procedimiento 
administrativo sancionador. Para ello, expone que el sancionado debe ser 
emplazado o se le notifique debidamente la incoación del procedimiento 
para que pueda defenderse frente a la infracción que le imputa la Admi-
nistración que es una infracción de tráfico. Si esta notificación no tiene 
lugar, el presunto infractor no tiene conocimiento de la existencia de ese 
procedimiento sancionador y, por lo tanto, muy difícilmente puede ejercer 
defensa alguna mediante la presentación de alegaciones y otras pruebas 
que considere oportunas. En consecuencia, se puede afirmar que la finali-
dad de las notificaciones es la de constituir una garantía procedimental8.

Asimismo, la Jurisprudencia Constitucional enfatiza que para que la 
falta de notificación o emplazamiento tenga una relevancia considerable 
se requiere que existan las siguientes circunstancias: «en primer lugar, que 
el no emplazado tenga un derecho subjetivo o interés legítimo que pueda 
verse afectado por la resolución que se adopte; en segundo lugar, que el 
no emplazado personalmente haya padecido una situación de indefensión 
a pesar de haber mantenido una actitud diligente; y, por último, que el 
interesado pueda ser identificado a partir de los datos que obren en el 
expediente» (F. J. 3º de la Sentencia del Tribunal Constitucional 157/2007, 
de 2 de julio)9.

El principal problema es la consecuencia que se deriva de la falta de 
notificación que es la indefensión que supone para el interesado ya que no 
tiene conocimiento de la actuación por parte de la Administración con la 
consiguiente lesión del derecho a la tutela judicial efectiva. En la Senten-
cia 219/2007, la Administración llevó a cabo una notificación defectuosa 
ya que lo hizo en un domicilio erróneo y al resultar desconocido, publicó 
en el BOCAM la resolución por la que imponía al infractor una multa de 
120 euros por infracción de tráfico. Lo curioso de este caso es que poste-
riormente la resolución sancionadora se le notificó en su domicilio10 pero 
al no hallarse en el mismo en dos ocasiones distintas, se notificó mediante 
publicación en el BOCAM y en el tablón de anuncios.

8   Fernández Delpuech, L., Regulación de las notificaciones en el Derecho Administrativo, 
Granada, 2004.

9   Fernández-Corredor realiza un comentario jurisprudencial a esta sentencia: Fernán-
dez-Corredor Sánchez-Diezma, J., «Comentario a la STC, Sala Segunda, de 2 de julio de 2007, 
BOE de 3 de agosto de 2007, rec. de amparo núm. 4059/20004», Revista Práctica de Derecho, 
82, noviembre de 2007, págs. 157-160.

10   Para conocer sobre el concepto de domicilio a efectos de las notificaciones, véase Ál-
varez Álvarez, H., «El concepto de domicilio en relación con los requerimientos y las notifica-
ciones notariales: un estudio histórico», Revista Jurídica del Notariado, 59, 2006, págs. 9-89.
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El sancionado recurrió dicha resolución pero el recurso fue rechazado 
ya que se probó que no comunicó el cambio de domicilio a la Adminis-
tración por lo que difícilmente podía conocer esa nueva situación. Para 
más abundamiento, la Sentencia 219/2007 le condenó en costas por su 
condición de letrado ya que considera que su situación profesional «fa-
cilita el acceso a la jurisdicción, pero a la vez le convierte en sujeto más 
obligado, si cabe, a no plantear pleitos temerarios, como es el caso, pues 
la infracción de tráfico, que al estacionar en carril bus implica un claro en-
torpecimiento de la circulación, une el incumplimiento de su obligación» 
(apartado 2 c) de los antecedentes de hecho).

La reacción del interesado hacia esta sentencia fue la del recurso de 
amparo alegando, en primer lugar, la vulneración del derecho a la tutela 
judicial efectiva por no serle factible el ejercicio de su defensa por la falta 
de notificación. Su argumento principal era que el Ayuntamiento de Ma-
drid (el que le había sancionado) le notificó en fecha anterior a la fecha de 
resolución sancionadora en su domicilio actual una comunicación de ese 
Ayuntamiento sobre la mesa electoral en la que correspondía ejercer su 
derecho a voto, lo cual indica que la Administración conocía ese cambio 
en el domicilio y debía haberle notificado en el mismo la resolución de la 
sanción. Y en segundo lugar, alega la vulneración del derecho de igualdad 
por la condena en costas recibida del Tribunal basada en su condición de 
letrado y que supone, a su juicio, una discriminación respecto de otros 
que no ejercen esa profesión.

El Tribunal Constitucional ante estas dos alegaciones considera, res-
pecto de la segunda, que resulta irracional e incluso «extravagante» apre-
ciar mala fe por parte del sancionado y además refleja que si se aprecia 
lesión del derecho de igualdad el resultado sería la anulación de la Senten-
cia impugnada y si en cambio se aprecia vulneración al principio de tutela 
judicial efectiva no sólo se produciría dicha anulación sino que también 
se anularía el expediente sancionador. Por ello, el Tribunal centra su aten-
ción en la primera alegación.

La Sentencia expone que en el procedimiento sancionador existen dis-
tintos tipos de garantías hacia el administrado, destacando como una de 
ellas, el derecho a la defensa. Este derecho no ha podido ser ejercitado en 
este caso puesto que al no haberse producido la notificación no se conoce 
ciertamente toda la información: «el ejercicio del derecho de defensa y a 
ser informado de la acusación en el seno de un procedimiento administra-
tivo sancionador presupone, obviamente, que el implicado sea emplazado 
o le sea notificada debidamente la incoación del procedimiento, pues sólo 
así podrá disfrutar de una efectiva posibilidad de defensa» (F. J. 4º).
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III.  La notificación por edictos

En este caso concreto, la notificación al interesado se realiza mediante 
edictos y el problema que subyace es la posible vulneración del derecho de 
defensa si el interesado no tiene conocimiento del acto notificado. El análisis 
de la notificación por edictos tiene sentido realizarla en este estudio por su 
incidencia en la posible vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva. 
Y para ello, la falta de emplazamiento personal tiene que revestir cierta rele-
vancia constitucional. Un ejemplo de ello se manifiesta en las Sentencias del 
Tribunal Constitucional 157/2007, de 2 de julio y 175/2007, de 23 de julio.

En el supuesto que estoy analizando, resulta evidente y así lo constata 
la propia sentencia, que la resolución sancionadora afecta a los derechos 
e intereses legítimos del recurrente en amparo. Y el Ayuntamiento debería 
haber buscado los medios para conocer el cambio de domicilio siendo el 
más lógico y directo, la consulta de sus propios archivos en los que figu-
raría esa modificación, tarea que en absoluto resulta desproporcionada o 
muy costosa para la Administración. La prueba de que la Administración 
conocía esa alteración reside en que se le notificó la mesa electoral en la 
que tenía que votar y por ello, infringió el deber de diligencia que corres-
ponde a cualquier Administración del nivel territorial al que pertenezca.

Un supuesto similar es el descrito en la Sentencia del Tribunal Cons-
titucional 226/2007 de 22 de octubre, en la que «se han vulnerado en el 
procedimiento sancionador los derechos de la actora a ser informada de 
la acusación y a la defensa al no haber sido emplazada personalmente sino 
mediante edictos, a pesar de que su domicilio social figurara inscrito en 
el Registro Mercantil y de que había puesto en conocimiento del Ayunta-
miento de Madrid dicho domicilio. Afirma que la actuación administra-
tiva le ha ocasionado una evidente situación de indefensión al impedirle 
cumplir la obligación legal de identificar al conductor del vehículo infrac-
tor, conocer el expediente sancionador instruido como consecuencia del 
incumplimiento de la mencionada obligación y formular alegaciones y 
proponer prueba en el mismo» (F. J. 2º). 

Ante este argumento «la Letrada del Ayuntamiento de Madrid se ha 
opuesto al otorgamiento del amparo, por considerar que la Administración 
actuó correctamente intentado efectuar la notificación en el domicilio que 
le era conocido, ya que la recurrente incumplió la obligación impuesta 
legalmente de comunicar el cambio de domicilio, de suerte que la indefen-
sión que se le hubiera podido ocasionar sería debida a su propia falta de 
diligencia» (F. J. 2º). La conclusión que se extrae de las argumentaciones 
expuestas es que «la Administración, al no emplazar personalmente a la 
demandante de amparo en el procedimiento administrativo sancionador 
pese a tener conocimiento o, al menos, evidente posibilidad de adquirirlo, 



ACERCA DE LAS NOTIFICACIONES ADMINISTRATIVAS... MIREN SARASÍBAR ÍRIARTE

Revista de Administración Pública
ISSN: 0034-7639, núm. 177, Madrid, septiembre-diciembre (2008), págs. 293-304 299

del verdadero domicilio de aquélla, no ha actuado con la diligencia que le 
era exigible y ha generado a la recurrente en amparo una situación de in-
defensión constitucionalmente relevante, al impedirle ejercer su derecho 
de defensa» (F. J. 4º).

Si la Administración hubiera actuado con la diligencia debida no hu-
biera sido necesaria la notificación por edictos, posibilidad que prevé el 
artículo 59.5 de la LRJ-PAC, siempre que «los interesados en un procedi-
miento sean desconocidos, se ignore el lugar de la notificación o el medio 
a que se refiere el punto 1 de este artículo, o bien, intentada la notificación, 
no se hubiese podido practicar». Por lo tanto, para acudir a esta forma de 
notificación, hay que agotar previamente otras vías. 

González Navarro se refiere a este tipo de notificación como la «publi-
cación sustitutoria»11 distinguiéndola de la notificación en sentido estricto 
y de la publicación no sustitutoria. Esta última es la procedente en deter-
minadas situaciones (en la aprobación de un acto de plantilla, cuando los 
destinatarios sean una pluralidad indeterminada de individuos, cuando 
sea una disposición general, etc.). Y la notificación sustitutoria o edictal 
debe ejercitarse cuando la notificación en el domicilio de los interesados 
o en el lugar designado por éstos no sea posible. Estos requisitos se ma-
terializan en que los interesados sean desconocidos, que sean conocidos 
pero se ignora el domicilio, que no se sepa cuál es el medio de notifica-
ción o que el intento de notificación haya fracasado [por ejemplo, cabe 
citar la Sentencia del Tribunal Supremo de 20 de septiembre de 2000 (RJ 
2000/8574), la de 27 de septiembre de 2000 (RJ 2000/8578) y la de 28 de 
septiembre de 2000 (RJ 2000/8579)].

En el caso concreto de la Sentencia, el supuesto es el último, es decir, 
que se realizaron los dos intentos de notificación, y éstos fueron infructuo-
sos. Éste es el procedimiento que llevó a cabo el empleado de correos12, 
tanto en la notificación de la denuncia por resultar un domicilio erróneo 
como en la notificación de la resolución sancionadora por haber intentado 
en dos ocasiones en días y horas distintos dentro de los tres días siguientes  
(artículo 59.2 LRJ-PAC) y no haberlo conseguido. 

11   González Navarro, F., Derecho Administrativo Español, Tomo III, ed. Eunsa, Pamplona, 
1997, págs. 972-973. Véase también a González Pérez, J., Comentarios a la Ley del Régimen 
jurídico de las Administraciones públicas y del procedimiento administrativo común (González 
Pérez, J. y González Navarro, F.),  ed. Thomson-Civitas, Madrid, 2003, págs. 1678-1683.

12   Respecto al régimen jurídico de los operadores del servicio postal, véase a Gamero Ca-
sado, E., Notificaciones telemáticas, ed. Bosch, Barcelona, 2005, págs. 81-90. También sobre 
la presunción de veracidad de las declaraciones de los empleados del Servicio Postal, véase 
Cuadrado Zuloaga, D., «Las notificaciones administrativas por correo», Actualidad Adminis-
trativa, 13, 2004, págs. 1615-1626 y a Rodríguez Díaz, O., «La práctica de las notificaciones 
administrativas, mediante correo. Especial consideración a la sentencia del Tribunal Supre-
mo de 12-12-1997 y su incidencia tras la reforma de la Ley 30/1992 y la reforma de la Ley de 
los Servicios Postales», Revista Jurídica de Castilla-La Mancha, 31, 2001, págs. 291-309.
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La notificación debe realizarse, tal como señala el Real Decreto 
1829/1999, de 3 de diciembre,  por el que se aprueba el Reglamento por 
el que se regula la prestación de los servicios postales, en desarrollo de 
lo establecido en la Ley 24/1998, de 13 de julio de 1998, del Servicio Pos-
tal Universal y de Liberalización de los Servicios Postales, incluyendo 
expresamente la palabra «notificación» y debajo de ella y en caracteres 
de menor tamaño, el acto a que se refiere y la indicación del número de 
expediente o cualquier otra expresión que identifique el acto a notificar 
(art. 40), así como, si nadie pudiera hacerse cargo de la notificación en 
el domicilio del interesado, que se haga constar este extremo en la do-
cumentación del operador postal y, en su caso en el aviso de recibo que 
acompaña a la notificación, junto con el día y hora en que se intentó la 
misma y que, una vez realizados dos intentos, el citado operador deposi-
te en lista la notificación durante el plazo de un mes, a cuyo efecto debe-
ría dejar al destinatario aviso de llegada en el correspondiente casillero 
domiciliario.

Esto fue lo que se hizo en este supuesto concreto, siguiendo los medios 
existentes de llevar a cabo esta notificación, tal como expone González 
Pérez13:

— E l tablón de Edictos del Ayuntamiento del último domicilio, cuando 
sea un interesado conocido y hubiese constancia de un domicilio anterior.

—  En el BOE, en el Boletín Oficial de la Comunidad Autónoma o en 
el de la Provincia, según el ámbito territorial al que pertenezca el órgano 
competente del que proceda el acto notificado.

—  Tablón de anuncios del Consulado o Sección Consular de la Em-
bajada correspondiente si el último domicilio se encontrara en un país 
extranjero.

—  Otras formas autorizadas pudiéndose emplear otros medios comu-
nes de difusión como puede ser los periódicos.

IV.  La práctica de las notificaciones por edictos: de la excepcionali-
dad a la generalidad

La ausencia del interesado o sus familiares en el domicilio es una rea-
lidad a la que la LRJ-PAC ha buscado distintas soluciones en el aspecto 
relacionado con las notificaciones pero esto no elude el deber de colabora-
ción de los administrados o ciudadanos respecto de la Administración, en 

13   González Pérez, J., Comentarios a la Ley del Régimen jurídico de las Administraciones 
públicas y del procedimiento administrativo común común (González Pérez, J. y González 
Navarro, F.), cit., págs. 1576-1577.
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el sentido de hacer lo posible y actuar con diligencia a la hora de acudir a 
las dependencias del servicio postal a recoger la notificación.

A pesar de que en la LRJ-PAC este tipo de notificación se regula en 
defecto de la notificación personal o, por lo menos, en el domicilio del 
interesado, cada vez es más frecuente su práctica dadas las exigencias la-
borales de los ciudadanos. Esto supone que en muchos domicilios no haya 
nadie durante todo el día o sobre todo, en aquellas franjas horarias en las 
que los operarios de Correos realizan su trabajo. En esta misma línea, hay 
que añadir que muchas mujeres también trabajan fuera del hogar, a dife-
rencia de lo que ocurría hace unas décadas, o que en algunos bloques de 
viviendas no exista la figura del portero que pueda en un momento dado 
recoger una notificación14. Por estas circunstancias, en la LRJ-PAC se ha 
previsto la repetición por un intento añadido de llevar la notificación al 
domicilio del interesado con la condición de que sea dentro de los tres días 
siguientes y en horas distintas. Sobre este asunto, ha habido abundante 
jurisprudencia debatiendo cómo ha de efectuarse este segundo intento de 
notificación.

La conclusión que se extrae es que debe hacerse en franjas horarias 
diferentes porque no tiene ningún sentido realizar al primer intento a las 
9 de la mañana y el segundo a las 10, por ejemplo, ya que la causa más 
probable de ausencia en el domicilio, como ya he apuntado, es que están 
trabajando y lo harán durante toda la mañana o toda la tarde. 

Por ello, lo oportuno es llevarla a cabo pensando que ese segundo in-
tento va a ser exitoso, y no sólo por dar cumplimiento al texto de la Ley 
«no resulta razonable ni mínimamente riguroso reiterar una diligencia de 
notificación a las 12 horas de un día laborable, cuando el intento prece-
dente ha resultado infructuoso otro día laborable a las 11 de la mañana, 
pues es obvio que gran parte de la población se halla ausente de su domici-
lio todos los días no festivos precisamente a esas horas» [F. J. 2º de la Sen-
tencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 2004 (RJ 2004/6594)]. 
Al hilo de esta argumentación, la Sentencia del Tribunal Supremo de 10 
de noviembre de 2004 señala que «esas horas distintas se ha de entender 
a los efectos de la notificación, las que se practican en distintas franjas 
horarias, como puede ser, mañana, tarde, primeras horas de la mañana o 
de la tarde» (F. J. 3º).

Estas sentencias manifiestan que el concepto «horas distintas» es un 
tanto impreciso y ambiguo del que se pueden exponer distintas interpreta-

14   Cascajero Sánchez, Mª A., «Las notificaciones administrativas en la Ley 4/1999, de 13 
de enero, de modificación de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común», Actualidad Admi-
nistrativa, 24, 1999, págs. 695-720. En este mismo sentido, resulta interesante el comentario 
doctrinal y jurisprudencial sobre la notificación entregada a un vecino o al portero de la finca 
realizado por Fernández Fernández, J. J. y  Del Castillo Vázquez, I. C., Manual de las notifica-
ciones administrativas, ed. Thomson-CIvitas, Madrid, 2004, págs. 290-298.



ACERCA DE LAS NOTIFICACIONES ADMINISTRATIVAS... MIREN SARASÍBAR ÍRIARTE

Revista de Administración Pública
ISSN: 0034-7639, núm. 177, Madrid, septiembre-diciembre (2008), págs. 293-304302

ciones15. En primer lugar y según lo que contiene el Diccionario de la Real 
Academia de la Lengua respecto al término «hora» como «momento del 
día» parece que tendría que ser suficiente si los dos intentos de notifica-
ción fueran en momentos del día diferentes, es decir, a distintas horas. En 
segundo lugar, siguiendo otra definición que contiene el Diccionario de la 
Real Academia de la Lengua de «cada una de las 24 partes en que se divide 
el día solar», la segunda notificación se llevaría a cabo en hora distinta del 
primer intento pero es necesario que cambien los dos primeros dígitos (las 
11:15 h. y las 13:15 h., por ejemplo). 

En tercer lugar, otra posible acepción del término sería que el segundo 
intento se hiciera en una hora que guarde al menos 60 minutos de diferen-
cia respecto del primero. Y en cuarto lugar, que el segundo intento se efec-
túe en una franja horaria distinta a la que se utilizó para el primer intento, 
siendo en mi opinión, la más acertada puesto que se dan más opciones de 
éxito a que esta segunda notificación pueda ser recibida por alguien en 
el domicilio del interesado. De esto se deduce, en el caso de la Sentencia 
del Tribunal Constitucional comentada, que no ha habido negligencia en 
cuanto al proceso que exige la LRJ-PAC, sino que la conducta indebida 
se encuentra en que la Administración tenía que haberse informado del 
cambio de domicilio y notificar al interesado a ese segundo domicilio. Y 
por esta actuación del Ayuntamiento, el sancionado no tuvo ocasión de 
defenderse ni de poder intervenir en el procedimiento sancionador, es de-
cir, quedó vulnerado su derecho a la tutela judicial efectiva declarando el 
Tribunal Constitucional, en consecuencia, la nulidad de las resoluciones 
dictadas en el expediente administrativo sancionador.

Este fallo de la sentencia obedece al principio de buena fe, según el cual 
«los interesados no pueden sufrir las consecuencias del error que pueda pa-
decer la Administración en la práctica de las notificaciones al hacer el ofre-
cimiento de los recursos que procedan; de manera que la indefensión que 
cause a los mismos una notificación errónea, será causa de nulidad y del 
consiguiente deber de practicarla nuevamente con arreglo a Derecho»16.

La notificación edictal debe ser un «medio extremo de notificación»17 y 
no puede convertirse en un instrumento que se recurra a él con frecuencia 
convirtiéndose en la regla general y no tanto en una excepción, tal como 
parece que el legislador la concibió. Así lo indica la Sentencia del Tribunal 
Constitucional 2/2008, de 14 de enero: «la modalidad del emplazamiento 
edictal, aun siendo válida constitucionalmente, exige, por su condición 

15   Rodríguez Carbajo, J. M., «Sentencias contradictorias sobre la forma de practicar las 
notificaciones administrativas», Actualidad Administrativa, 3, 2005, págs. 346-354.

16   Nuñez Ruiz, M. J., La notificación de los actos administrativos en el procedimiento 
común, cit., pág. 230.

17   Santamaría Pastor, J. A., Principios de Derecho Administrativo general, Tomo II, ed. 
Iustel, Madrid, 2006, pág. 72.
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de último remedio de comunicación, no sólo el agotamiento previo de las 
otras modalidades de más garantía y la constancia formal de haberse in-
tentado practicarlas, sino también que el acuerdo o resolución judicial de 
tener a la parte como persona en ignorado paradero o de domicilio desco-
nocido, presupuesto de la citación por edictos, se halle fundada en criterio 
de razonabilidad que lleve a la convicción o certeza de la inutilidad de 
aquellos otros medios normales de comunicación» (F. J. 2º). 

Se concluye que  «el fundamento último de la validez constitucional 
de la forma de emplazamiento edictal consiste en que se hayan utilizado 
previamente por el órgano judicial las modalidades aptas por los medios 
normales a su alcance para asegurar la comunicación personal» (F. J. 3º de 
la Sentencia del Tribunal Constitucional 2/2008, de 14 de enero).

En este sentido, cabe hacer referencia a unos supuestos en los que la 
práctica de la notificación edictal es muy frecuente e incluso se considera 
que constituye el medio más apropiado18. Es el caso, por ejemplo de la 
Sentencia  del Tribunal Superior de Justicia de Madrid de 1 de febrero 
de 1996 en la que se considera que la publicación de la convocatoria de 
un examen en el tablón de anuncios de la Facultad correspondiente es un 
medio legal de notificación y «un medio de publicidad del que todos los 
órganos de las distintas Administraciones hacen uso para poner sus actos 
en conocimiento de los interesados previsto en múltiples normas, incluso 
civiles y mercantiles, sobre todo cuando se trata de entes administrativos 
que no publican periódicos oficiales» (F. J. 5º). 

Otra cuestión bien distinta es debatir, tal como expone esta Sentencia, 
sobre la mayor o menor comodidad que supone para los afectados el in-
formarse por este medio o preferir la notificación personal. Por lo tanto, 
si algún interesado no se enteró de esa publicación se debe a su falta de 
diligencia o interés, ya que es un medio reconocido por la Ley. 

Sin embargo, en otros supuestos también relacionados con esa mate-
ria, el Tribunal ha llegado a una tesis contraria ya que «del contenido del 
expediente administrativo se desprende que la Universidad no indicó en 
la convocatoria del concurso el lugar donde se iba a publicar la resolución 
del recurso ni tampoco hacía mención o remisión a las normas invocadas 
por la Universidad. Ante ello, esta Sala de Justicia aprecia que la sustitu-
ción de la notificación mediante la publicación en el tablón de anuncios 
del Rectorado no puede ser considerada válida, al haberse practicado sin 
que la convocatoria hiciese mención a dicho tablón como lugar de publi-
cación, vulnerando el contenido del párrafo quinto del artículo 59» (J. F. 
2º de la Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Extremadura de 18 
de diciembre de 2001 (JUR 2002/133316)].

18   Fernández Fernández, J. J. y Del Castillo Vázquez, I. C., Manual de las notificaciones 
administrativas, cit., págs. 517-518.
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V. C onclusión general

De todo lo expuesto se puede concluir que la práctica de las notificacio-
nes edictales debe operar de forma excepcional, es decir, cuando se han 
intentado otras formas de notificación personal y éstas han fracasado o no 
se han podido llevar a efecto. Esta afirmación obedece al contenido de la 
LRJ-PAC respecto de las notificaciones administrativas y a la Jurispruden-
cia del Tribunal Constitucional que ha demostrado que el medio ordina-
rio y el que ofrece mayores garantías para el interesado es la notificación 
personal ya que de otro modo, como es el caso de la notificación edictal, 
se pueden vulnerar derechos del interesado como el derecho de defensa 
en un procedimiento administrativo, con el consiguiente menoscabo al 
principio constitucional de tutela judicial efectiva.




